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I. PROBLEMÁTICA DE LA DISTRIBUCIÓN INTERIOR DE COMPETENCIAS

Toda innovación en el campo del Derecho supone la aparición de
problemas importantes en orden a esclarecer cuál sea el alcance
y contenido de la modificación intentada. Se impone, pues, la exégesis,
la interpretación y la aclaración de modelo normativo en relación con
la vida social que se trata de disciplinar. Recordemos que Codificacio-
nes aprobadas hace muchos años y Constituciones seculares, aún sus-
citan cuestionamientos y antagonismos doctrinales a la hora de pre-
cisar el sentido de los preceptos que contienen.

Estas dificultades se acentúan, desde luego, en el campo del Dere-
cho público, mucho más sensible a las influencias y aspiraciones de
signo político e ideológico que pretenden a veces llevar a su terreno,
más allá de los estrictos dictados del legislador, conclusiones apriorís-
ticamente obtenidas de los textos normativos. Pero sobre todo la com-
plejidad se agiganta si, como en el caso presente, se trata de aclimatar
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una auténtica revolución normativa, que volviendo a los orígenes del
período más intenso de la vida social contemporánea, el del industria-
lismo y de la instauración de las democracias parlamentarias, cues-
tiona y revisa las bases organizatorias territoriales del Estado español.

Este cambio, en cuyo pórtico nos encontramos en estos apasionan-
tes momentos, pese a que no se aprecie con serenidad por algunos
sectores maximalistas, va a conducir, esperamos, a importantes muta-
ciones cuyo camino conviene allanar desde muchas perspectivas; una
de ellas, desde luego, habrá de ser la esclarecedora del comportamien-
to del entramado institucional.

No se ocultará lo arriesgado de esta tarea, para la que no se cuen-
ta, como es lógico, con un arrastre doctrinal suficiente, lo que, de
entrada, justifica la modestia de este desbroce pionero para la interpre-
tación del Estatuto de Autonomía del País Vasco recientemente san-
cionado.

Asumimos, no obstante, esta empresa conscientes de sus riesgos de
error y de sus posibles cuestionamientos metajurídicos, pretendiendo
abordarla con rigor exclusivamente técnico y talante neutral, sin áni-
mo de polemizar ni mucho menos de sentar pronunciamientos rotun-
damente dogmáticos. Es sabido que las ciencias sociales, no obstante la
introducción de métodos sistemáticos de mayor virtualidad racionali-
zadora, nunca podrán en sus resultados parangonarse con los logros
que, en cuanto a certeza y exactitud de conclusiones, pueden extraerse
con el manejo de las técnicas propias de las ciencias de la naturaleza.
Respetando, pues, de entrada, cualquier otra interpretación más sóli-
damente fundada, y reconociendo voluntariamente las dosis de subje-
tivismo que indudablemente comportan los análisis normativos mejor
intencionados, vamos a intentar esclarecer el sistema que el Estatuto
pretende introducir, en orden a la distribución de competencias, entre
las distintas instituciones públicas, territoriales, del País Vasco.

Queda, pues, intencionalmente, al margen del estudio, las relacio-
nes de Euskadi con el Estado, lo que sin duda habrá que abordarse
también, puesto que las interrogantes aquí planteadas tienen un evi-
dente trasunto con las que pueden dar lugar la determinación del al-
cance de las facultades y atribuciones que se van a residenciar para su
gobierno en régimen de autonomía en el ámbito estatuario.
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1. Las tensiones entre los postulados de historicidad
y contemporaneidad

Todo a lo largo del Estatuto se detecta un intento de reconducir a
síntesis dos corrientes distintas, aunque no forzosamente divergentes.
La primera de ellas representa una tendencia más respetuosa con la
ortodoxia foralista, mientras que la otra es más sensible a los cambios
socioeconómicos introducidos y a la necesidad de aclimatar los dere-
chos históricos a las nuevas circunstancias.

Como es sabido, el País Vasco, a partir de la desmembración del
reino de Navarra en torno al 1200, no ha tenido una administración
común, quedando entre 1839 y 1876 su sistema foral en régimen de
hibernación, no obstante la introducción, normalmente por vía fáctica,
de nuevas competencias en Álava y Navarra. Para Guipúzcoa y Viz-
caya a partir de 1937 desaparece todo vestigio de singularidad.

La plena reintegración foral que se propugna desde sectores tradi-
cionales supondría reconstruir lo que habría sido el autogobierno du-
rante este período histórico, el más importante de la historia de la
civilización occidental, a partir de un dispositivo jurídico público pen-
sado por una sociedad agraria, extrapolando sus tendencias principía-
les. Fruto natural de estas corrientes es una cierta comprensión cuasi -
asociativa o confederada de las instituciones que comprende Euskadi,
un énfasis, por tanto, provincionalista, haciendo radicar en ese ámbito
el grueso de las competencias a expensas de la organización común.

Por el contrario, el planteamiento nacionalista modernista parece
proclive a dar el relieve necesario a las vigentes estructuras económi-
cas y sociales, a incidir en el reforzamiento de la conciencia comuni-
taria y en las exigencias de concentración organizativa de las Admi-
nistraciones contemporáneas.

Como ha señalado MONREAL ZÍA:

«El régimen tradicional, como expresión concreta de
autogobierno secular del pueblo vasco, ha contribuido a
configurar nuestra realidad nacional y constituye un an-
tecedente de nuestras exigencias y reivindicaciones del
presente. Constituye incluso un dato constitucional y
constituyente en Navarra y Álava. No puede implicar, sin
embargo, el que hoy, en plena sociedad industrial, haya-
mos de aceptar las formas con que se revistió el poder
político en el pasado. Esta posición no está en contradic-
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ción con la necesidad de impulsar la descentralización
del país, dando vida institucional a las comarcas. La
efectiva democratización política de Euskadi necesita del
relanzamiento de los barrios, municipios, comarcas, et-
cétera. Ahora bien, los aspectos formales del foralismo
no pueden erigirse en filosofía política y en criterio de
estructuración del país, porque han sido superados por
las necesidades y por la conciencia de país de las áreas
políticamente más desarrolladas.»

Este enfoque, pues, animaría una auténtica descentralización inte-
rior, pero paralelamente reforzaría los poderes de las instituciones
comunes recortando provincionalismos excesivos.

Diseñados, bien que sucintamente y seguramente también con in-
suficiencia, estos distintos planteamientos, vamos a ver a continuación
cómo lucen en el texto estatuario y cuál sea su toma de postura al
respecto.

2. Las pronunciamientos del Estatuto

El Derecho público establece, en términos imperativos, lo que me-
jor conviene al interés general, según los criterios definitorios de los
detentadores del poder.. Ahora bien, en época de crisis, en tiempos de
transición y de cambio, no es fácil apreciar lo que mejor conviene al
interés público, ni tampoco suele aparecer un grupo lo suficientemen-
te coherente y hegemónico como para poder imponer su particular
versión del bien común, haciendo caso omiso de posturas minoritarias
o discrepantes.

Este es seguramente el caso de la transición constituyente del Es-
tado español, lo que explica el carácter flexible, impreciso y notoria-
mente ambiguo, de los textos constitucionales o cuasiconstitucionales,
como el Estatuto, fruto de múltiples transacciones, pactos y convenios
políticos que forzosamente hacen perder coherencia al sistema gene-
ral y desdibujan a veces el entramado básico del modelo político.

El Estatuto para el País Vasco forzosamente tenía que ser, en estos
momentos, una carta de poco definidos perfiles jurídicos, al desagre-
gar dos conjuntos a su vez distantes del cartesianismo legal: de una
parte la Constitución y de otra lo que se ha venido llamando Derechos
históricos.
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En cualquier caso supone un meritorio logro en cuanto a las múl-
tiples síntesis que debería realizar, entre las que destaco como funda-
mentales el arbitraje entre los intereses del conjunto estatal y los del
País Vasco, y dentro de éste de las dos corrientes ya expuestas que
representan la tradición y el modernismo.

No es de extrañar que el jurista que maneje métodos estrictamen-
te positivistas se encuentre, a veces, un tanto perplejo al tratar de ela-
borar el dispositivo legal que este documento comporta. Pero, sin em-
bargo, y a fuerza de reconocer que era imposible obtener otro texto
más definitorio y comprometido, deben constatarse las indudables ven-
tajas de un conjunto normativo que permite la innovación del ordena-
miento de acuerdo con el decurso histórico y el progresivo decanta-
miento de las fuerzas políticas.

Pero ello no quiere decir que el Estatuto sea simplemente un libro
en blanco que los protagonistas del futuro deberán rellenar. Aun ad-
mitiendo que no todo está escrito y que se han reservado prudentes
márgenes para adicionales anotaciones, el Estatuto afianza los prin-
cipios institucionales básicos y sienta criterios para los desarrollos
venideros; de aquí la importancia de detectar sus orientaciones fun-
damentales para evitar desviaciones oportunistas y arbitrarias.

A) La Comunidad autónoma

El Estatuto de Autonomía no incluye la tipificación de un sistema
jerárquico de órganos y autoridades ni una precisa asignación de com-
petencias. Tampoco contiene cláusulas residuales de atribución de po-
testades como hacía el Estatuto de 1936. En esos casos, título I, se alude
genéricamente a las competencias del País Vasco, y en otras, título II,
a los poderes del País Vasco, dentro de los cuales se comprenden tam-
bién los de los Territorios históricos.

No obstante, creemos que pueden deducirse los siguientes princi-
pios. En primer lugar, la Comunidad autónoma que define el ar-
tículo 1.° supone una base territorial y personal que abarca todo el
País Vasco comprendiendo comunidades que tienen derecho a inte-
grarse según el artículo 2.° y que hagan uso de tal derecho.

Dentro del ámbito de la Comunidad autónoma se ejercerán unas
funciones generales de gobierno y administración que incumbirán a
los órganos que el artículo 4.° denomina Instituciones comunes, y que
serán, de acuerdo con la Constitución, artículo 152, el Parlamento vasco,
el Gobierno y el presidente.
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Varios artículos del Estatuto, como el 10, 1, 10, 3, disposición transito-
ria tercera, 2, contraponen en este sentido Territorios históricos y Co-
munidades autónomas o a éstas y a las Diputaciones, e identifican el
área de gobierno del precedente Consejo General Vasco con el de la
Comunidad autónoma.

Puede, por tanto, afirmarse que las competencias del País Vasco
que asignan a la Comunidad autónoma los artículos 10 a 23 incumbi-
rán a sus instituciones comunes, esto es, al Parlamento, Gobierno y
presidente, lo que ratifica inequívocamente el artículo 24. No parece
que puedan existir dudas en cuanto a la titularidad y a la potestad le-
gislativa del Parlamento, pero en cuanto a las potestades administrati-
vas la conclusión no es tan rotunda. El artículo 29 del Estatuto daría
pie a un cierto automatismo en cuanto que determina que el «Gobierno
vasco es el órgano colegiado que ostenta las funciones ejecutivas y
administrativas del País Vasco»; pero a continuación, el artículo 30
mediatiza el carácter de tal asignación competencial residenciando en
el Parlamento la regulación de las atribuciones del Gobierno, así como
su organización basada en un presidente y consejeros. En cuanto al
presidente, sus funciones directoras vendrán también determinadas por
el ámbito de actuaciones del Gobierno que preside.

Cabe, pues, deducir de esta interpretación, que si bien determina-
das competencias son propias de la Comunidad autónoma, que en todo
caso retendrá ex lege, su titularidad, la gestión, por ley parlamentaria,
puede corresponder a instituciones propias de los Territorios histó-
ricos.

Frente a esta intepretación podría aducirse otra más respetuosa
con el esquema clásico de la división de poderes. Los rotundos pronun-
ciamientos del artículo 29 asignando la función ejecutiva al Gobierno,
sin ninguna salvedad, como hacen en determinados casos numerosos
artículos, no podrían venir invalidados a continuación por el artículo
siguiente que únicamente pretendería reservar al Parlamento, como
es normal, la distribución de competencias, por Ministerios o Conse-
jerías, del bloque total del poder ejecutivo. Pero no debe olvidarse que,
en su esfera de poder, los Parlamentos son soberanos y nada los res-
tringe, salvo los dictados de la propia lógica de los servicios, a la hora
de distribuir cometidos públicos, dentro o fuera de la organización mi-
nisterial.

Por último señalaremos que aunque ello sea válido también para
el reparto interior de competencias, cuando el Estatuto hace énfasis en
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su exclusividad para la Comunidad autónoma, lo está planteando
frente al Estado, contraponiendo este tipo de competencias a las que
asume en régimen de desarrollo legislativo o de simple ejecución.

B) Los Territorios históricos

Parece claro que cuando el Estatuto se refiere a Territorios histó-
ricos está pensando en conjuntos provinciales, lo que deduce ine-
quívocamente del artículo 2.°, 1. Lo que no es tan meridiano es la pre-
cisión de qué debe entenderse por «instituciones forales», «órganos
forales» y «régimen foral específico».

La duda puede plantearse en relación sobre todo con el Municipio
según se considere o no que éste tenga un régimen privativo con base
en el Derecho foral, congelado o desnaturalizado como consecuencia
de la supresión de los fueros. Es evidente que el Municipio, que ante-
cede a cualquier institución pública territorial, ha tenido en el pasado
regímenes privativos, pero aunque algunos autores han aludido al
Municipio foral, este extremo habrá de clarificarse por los investiga-
dores especializados en estas materias.

Provisionalmente, al menos, asumimos la interpretación de que el
Estatuto no tiene presente al Municipio, a quien en ningún caso alude,
y que cuando se refiere a las instituciones y órganos forales de los
Territorios históricos, aunque no los identifique, remite a órganos del
tipo de las Juntas Generales, Diputaciones forales y, a lo más, de los
que podrían tener agrupaciones como las Hermandades, Cuadrillas
o Merindades.

El régimen competencial de los Territorios históricos, Álava, Gui-
púzcoa y Vizcaya, así como Navarra en caso que decida su incorpora-
ción, se apoya básicamente en los artículos 3.°, 24, 2 y 37 del Estatuto,
pero también en la disposición derogatoria segunda de la Constitución
que deroga, en cuanto pudiera tener vigencia, el Real Decreto de 25 de
octubre de 1839 y la Ley de 21 de julio de 1876. También el texto consti-
tucional contiene un importante pronunciamiento al respecto al afir-
mar en su disposición adicional primera que:

«La Constitución ampara y respeta los derechos histó-
ricos de los territorios forales. La actualización general
de dicho régimen se llevará a cabo en su caso en el mar-
co de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía.»
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Con apoyo en estos preceptos, los últimos de los cuales constitucio-
nalizan de alguna manera esta materia, puede afirmarse que a los
derechos de estos territorios afectan las siguientes cláusulas genéricas-.

— De respeto.
— De restablecimiento.

— De actualización.

Además, el artículo 37, 3 reserva con carácter exclusivo ciertas com-
petencias a los Territorios históricos y sobre los que más adelante vol-
veremos.

Más allá de las competencias propias de los órganos forales de los
Territorios históricos, están aquellas cuya titularidad les sea transfe-
rida, si bien el artículo 37, 3, 1) no alude a quien sea el ente que pueda
realizar la transferencia, éstas podrían provenir del Estado o de la
Comunidad autónoma. Lo que parece en principio descartable es el que
la titularidad de competencias que el Estatuto asigna a la Comunidad
autónoma pueda a su vez ser objeto de traspaso integral.

Otro caso será el contemplado en el articulo 37, 4 con base al cual:

«Les corresponderá asimismo el desarrollo normativo
y la ejecución, dentro de su territorio, en las materias
que el Parlamento vasco señale.»

Este precepto, que debe conectarse con el contenido en el artícu-
lo 30, al que hemos ya hecho alusión, supone la posibilidad de que por
el Parlamento se distribuya el ejercicio de las competencias que in-
cumben a la Comunidad autónoma.

Las cláusulas generales de atribución de competencias a los órga-
nos forales se recogen en el Estatuto en los artículos 3.°, 24 y 37. El
primero de ellos dice así-.

«Cada uno de los Territorios históricos que integran
el País Vasco podrán, en el seno del mismo, conservar,
o, en su caso, restablecer y actualizar su organización e
instituciones privativas de autogobierno.»

Por su parte, el artículo 37, 2, en línea con la constitucionalización
de derechos que de alguna manera realizan la disposición adicional
primera y derogatoria segunda de la Constitución, dispone:
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«Lo dispuesto en el presente Estatuto no supondrá al-
teración de la naturaleza del régimen foral específico
o de las competencias de los regímenes privativos de
cada Territorio histórico.»

De esta forma los derechos históricos aparecen como un prius para
el Estatuto sobre el que van a primar. Cuál sea el contenido específico
de estos derechos es otra cuestión, sin duda peliaguda y sobre la que
los especialistas en la historia del Derecho y en el Derecho foral vasco
tendrán que pronunciarse sobre todo en lo que respecta al restable-
cimiento y a la actualización.

La dificultad de esta tarea viene ilustrada por el hecho de que ni
siquiera estén claramente reglamentados los contenidos vigentes de
peculiaridades administrativas de aquellos Territorios históricos que
han mantenido un régimen propio. Como señala MONREAL ZÍA:

«No hay duda que la articulación de los territorios
donde existe un Derecho público privativo, como es el
caso de Navarra y en menor medida el de Álava, puede
plantearse algunos problemas sobre la definición de los
respectivos campos de competencias, el general y el te-
rritorial. Tanto en el caso navarro como en el alavés,
existe una suma de facultades político-administrativas,
que han brotado en el decurso de los años por distintas
vías y que no han sido oficial y legalmente sistematiza-
das. La definición será un problema postestaturario en
Álava, y en el caso de Navarra el Parlamento navarro po-
dría elaborar una Carta foral previa a la incorporación,
que recogiera y sistematizara las facultades que posee
el territorio actualmente y aquellas otras nuevas que
asuma.»

3. La relativa indeterminación de la distribución competencial
en el Estatuto de Autonomía

El Estatuto, intencionalmente, ha dejado, al juego ulterior de las
fuerzas políticas vascas, buena parte de las decisiones en cuanto al
reparto interior de competencias. Así, en cuanto las que corresponden
a los órganos de la Comunidad auónoma, no se propugna absoluta-
mente quién detentará el ejercicio final.
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Pero el problema importante aparece en relación con los órganos
forales de los Territorios históricos, que ni siquiera se enumeran, lo
que no sería posible ya que se deja a la dinámica interpretativa de sus
derechos lo relativo a su adaptación y actualización incluyendo entre
sus competencias el tema de la autoorganización, lo que por cierto
contrasta, en el otro extremo, con las competencias que se asigna a la
Comunidad autónoma sobre Régimen local, por el artículo 10, 4.

Cuáles sean los contenidos competenciales de las Diputaciones fora-
les de las Juntas Generales o equivalentes, y quizás de los Municipios,
dependerá de la interpretación que se realice sobre lo que se considere
«régimen foral específico», tema éste poco claro y en cuya determina-
ción no podrá estar ausente el Parlamento pese al procedimiento arbi-
tral contenido en el artículo 39 y al que luego nos referiremos.

No existe en el Estatuto de 1979 una declaración equivalente a la
que incluía el artículo l.° del Estatuto de 1939, con arreglo al cual:

«A tal efecto se entenderán atribuidas a las provin-
cias las facultades que especialmente no se atribuyen
a los órganos del País Vasco.»

Creemos que la inconcreción que el vigente Estatuto contiene en el
capital tema de las competencias puede no obstante resolverse de
acuerdo con su espíritu, con sus postulados y principios y con el apoyo
de las pautas que suministra la tecnología organizatoria elaborada en
el seno de la actual metodología de las ciencias sociales.

Lo que sería realmente negativo es el afianzamiento de conclusio-
nes dogmáticas y apriorísticas o peor aún supeditar a intereses parti-
distas o electoralistas el futuro de la administración de los intereses
de Euskadi como comunidad política.

II. ALGUNAS CONSTRUCCIONES DOCTRINALES ORIENTADORAS

1. Áreas sociales y espacios administrativos

Esta construcción que he desarrollado en otro trabajo, supone sim-
plemente la reelaboración del viejo principio de la subsidiariedad apli-
cado no para resolver eventuales antinomias entre lo público y lo
privado, con la primacía de este sector, si no conectándole con la des-
centralización y las relaciones entre entes públicos territoriales de
distinta escala.
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Se trataría en primer lugar de identificar diversos grupos sociales
espacialmente asentados de dimensiones diversas en cuanto a pobla-
ción y territorio y que a su vez vendrían englobados en comunidades
más extensas.

La escala puede ser tan amplia como se estime necesario, partiendo
quizás de una comunidad horizontal de vecinos, una manzana de vi-
viendas, un barrio, un municipio rural, etc., hasta desembocar en la
Comunidad mundial.

Detectada la existencia de un grupo social territorialmente enraiza-
do, tarea ésta en la que pueden colaborar sociólogos, antropólogos,
geógrafos, queda por determinar qué necesidades comunes deben sa-
tisfacerse con servicios colectivos de esta escala y cuál sea la organi-
zación adecuada para su gestión y control. Con ello redescubrimos
la célula convivencial básica, el Municipio, pero también las distintas
unidades que, concéntricamente, por arriba y por abajo, comprenden
grupos humanos.

Puede suceder que un área social, por ejemplo la comarca, no esté
institucionalizada como espacio administrativo, lo que determinaría
que ciertos servicios que pudieran óptimamente prestarse a este nivel
carezcan de la dimensión y el respaldo social deseable. Por el contra-
rio, un distrito urbano o cualquier otra circunscripción administrativa
pueden constituir unidades arbitrarias que no responden a una vida
social diferenciada.

Se pretende, pues, con este enfoque, organizar los servicios públi-
cos, y las competencias correspondientes a su gestión, de forma que
la eficacia de su prestación se cohoneste con las máximas ventajas en
cuanto a control democrático.

2. La utilidad administrativa marginal

Este principio, tomado de la ciencia económica, es complementario
del enfoque anterior y orientará sobre la dimensión de los servicios
y el tipo de comunidad que deberá naturalmente soportarles desde la
doble perspectiva igualmente utilizada en el precedente análisis: la
eficacia y la participación.

Desde la óptica de la rentabilidad, económica o técnica, del servi-
cio, el tratamiento no se distingue del que correspondería hacer con
base a la pura ciencia económica y a los criterios de productividad
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marginal, consiguiéndose un punto óptimo a partir del cual no tendría
interés la ampliación de la unidad de que se trate.

Lo que complica el proceso de toma de decisiones es la adición de
otros factores de más problemática mensurabilidad, como es la parti-
cipación y el tamaño de la comunidad que debe responsabilizarse de
las competencias y servicios. De acuerdo con el bien conocido método
de ponderación de costos y beneficios, podríamos decir que el ámbito
competencial debería ensancharse cuando las desventajas producidas
por la disminución de los costes de producción no compensasen los
beneficios obtenidos de una mayor inmediación y un mejor control
democrático. Es claro que la realización de este balance escapa a cual-
quier automatismo y que sólo, al menos en casos dudosos, desde un
ángulo político, comprometido, podrá darse el peso que se estime
adecuado a las variables en juego.

Algunos casos extremos pueden ilustrar sobre el manejo de estas
técnicas. Por ejemplo la radicación de un aeropuerto y su control no
puede dejarse a la decisión de las comunidades aledañas, ya que el
tema incumbe a todo el colectivo social a que se extiende la influencia
del servicio. En el caso opuesto, una guardería pública, aun a costa de
la pérdida de productividad económica que podría suponer, debe tener
un tamaño reducido y estar sometido al control del vecindario afectado.

3. La Administración compartida

GARCÍA DE ENTERRÍA ha formalizado con rigor la superación del
esquema clásico de distribución de competencias. Es hoy, frecuente-
mente, imposible, en unos casos, o contraproducente, en otros, recurrir
al sistema de bloques competenciales, lo que es válido para todos los
niveles de gobierno y administración. Por una parte la vida social,
enormemente polimórfica e intrincada, se resiste a ser disciplinada en
áreas estancas de poder, desconocedores de las interrelaciones de los
distintos sistemas. Pero de otro lado, si fue viable en el pasado acan-
tonar en centros bien definidos las reducidas competencias de las
Administraciones públicas, hoy, con su fabulosa expansión, ya no es
factible, siendo lo normal la concurrencia de diversos órganos y el en-
trecruce de varias líneas competenciales.

Frente a esta evidente realidad, se estrellan todos los intentos defi-
nitorios, y, salvo casos muy excepcionales, el sistema de listas de com-
petencias, vengan o no calificadas como exclusivas, debe ceder a su
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manejo concurrencial, sectorial o territorialmente instalado, que na-
turalmente hace intervenir en un mismo campo diversas Administra-
ciones, generales o especializadas.

De aquí que la auténtica cruz de la Administración contemporánea
sea la coordinación, la eliminación de conflictos y la superación de
innecesarias reiteraciones. De cara al diseño sobre todo de una orga-
nización de nuevo cuño, es importante precaverse, en lo posible, de
los inconvenientes inherentes en la duplicidad de idénticas acciones,
lo que no tiene nada que ver con la simultaneidad en el ejercicio de di-
ferentes tareas que concurren al mismo fin, evitándose pérdida de ener-
gías en batallas de papel animadas de celos burocráticos y de ambicio-
nes personales.

Una de las técnicas más eficaces para la distribución vertical de
funciones es la denominada administración encomendada, Auftrags-
verwaltung en la terminología alemana. Con este dispositivo es facti-
ble, sin pérdida de la unidad de dirección e impulso, suscitar la colabo-
ración y participación de varios entes territoriales, incluyendo los que
integran la Administración local. Se evita así tener que repetir, terri-
torio por territorio, amplias panoplias de competencia, y se facilita la
armonización de las funciones públicas en dos puntos claves: en los
centros superiores de poder y en los que radican en los órganos que
ejercitan inmediatamente las competencias; con ello no es necesario
que las instancias que conservan la titularidad dispongan también,
sobre el terreno, de sus propios agentes.

Para que esta solución funcione, es necesario que se reserven, los
órganos detentadores de las competencias cuyo ejercicio parcial o to-
talmente se transfiere, auténticas potestades de coordenación, direc-
ción, impulso y vigilancia, sin lo que pura y simplemente se habría
operado una delegación o un traspaso con los riesgos ínsitos en la
fragmentación y en el traslado del problema a otros niveles.

III. PAUTAS PARA LA ORGANIZACIÓN FUNCIONAL DEL PAÍS VASCO

Analizamos ahora, al margen de posibles tomas de postura en línea
con las orientaciones doctrinales reseñadas, cuáles sean las eventuales
tendencias intrínsecas en el Estatuto y cuál parece ser la lógica inhe-
rente al adecuado montaje de las distintas atribuciones.
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1. La asignación de las nuevas competencias a las Instituciones
comunes

Aunque el Estatuto posibilita la actualización de los regímenes fo-
rales específicos, puede pensarse que uno de sus criterios sea el man-
tenimiento del statu quo de los Territorios históricos con sistema pri-
vativo actual y la adaptación a este modelo de aquellos Territorios que
perdieron su régimen foral como consecuencia de la guerra civil. En
este sentido, el artículo 37, 2 dice así:

«Lo dispuesto en el presente Estatuto no supondrá
alteración de la naturaleza del régimen foral específico
o de las competencias de los regímenes privativos de
cada Territorio histórico.»

Esta interpretación se sustenta, a sensu contrario, por la expresa
asignación competencial que a la Comunidad autónoma realizan prin-
cipalmente los artículos 10, 11 y 12; el primero de ellos con carácter
exclusivo, el segundo, en cuanto al desarrollo legislativo y ejecución, y
únicamente en este último aspecto el mencionado en último lugar.

Debe además recordarse que las transferencias de que entenderá
la Comisión Mixta, prevista en la disposición transitoria segunda, ope-
rarán en el mismo sentido, y que la Comunidad autónoma recibirá
con carácter definitivo las competencias y recursos ya traspasados al
Consejo General Vasco, cuyo natural sucesor será el Gobierno Vasco.

El Estatuto, no obstante su voluntaria indefinición, distingue en al-
gunos de sus artículos entre Comunidad Autónoma y Diputaciones,
y asi la disposición transitoria tercera al referirse a la enseñanza es-
tablece: «El traspaso de los servicios de enseñanza se hará a la Co-
munidad autónoma o, en su caso, a las Diputaciones Forales.»

También el artículo 10, en sus apartados 1 y 3, contrapone, como
es lógico, Comunidad autónoma y Territorios históricos, mientras que
el artículo 17, al referirse a la Policía autónoma, remite genéricamente
a las instituciones del País Vasco para no prejuzgar el desarrollo ulte-
rior de esta competencia.

La extracción de esta hipótesis, statu quo en cuanto a los Territo-
rios históricos y nuevas competencias para la Comunidad autónoma,
no zanja sin más la problemática implicada. Se trata ahora de indagar
cuál será presumiblemente la solución más adecuada en cuanto a la
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gestión según convenga que, manteniéndose en todo caso la titularidad
en el Parlamento, intervenga bien el Gobierno o los órganos idóneos
de los Territorios históricos.

2. La vocación espacial de las nuevas competencias

A) Competencias cuyo ejercicio correspondería sustancialmente
a las Instituciones comunes

Reiteramos que el énfasis del presente estudio se centra en la regu-
lación interior de las competencias del País Vasco, dejando de lado, de
momento, las relaciones con el Estado. Desde esta perspectiva se enu-
meran a continuación las competencias administrativas que, de acuer-
do con las previsiones estatutarias y su propia naturaleza, parece
deberían ejercerse a escala de todo el país por el Gobierno vasco y sus
agentes a partir de la regularización que en su caso, introduzca el
Parlamento.

— Potestad organizatoria.- Entendida en relación con las Institu-
ciones comunes, artículo 10, 2.

— Normas procedimentales: En relación con las organizaciones a
que se refiere el apartado anterior, artículo 10, 6. En cuanto a la posi-
bilidad de regular el procedimiento administrativo de las instituciones
de los Territorios históricos, nos remitimos a los epígrafes correspon-
dientes a régimen local y régimen tributario.

— Régimen electoral del Parlamento Vasco: Artículo 10, 3.

— Expropiación forzosa, contratos y concesiones: En el ámbito de
las atribuciones de la Comunidad, artículo 11, 1 b).

— Función pública, artículo 10, 4: Valga lo dicho para los ante-
riores apartados.

— Bienes de dominio público y patrimoniales: Siempre que la titu-
laridad corresponde a la Comunidad autónoma, artículo 10, 3.

— Caza y pesca: Corresponde en exclusiva a la Comunidad autóno-
ma las competencias correspondientes a pesca en aguas interiores,
marisqueo y acuicultura, caza y pesca fluvial y lacustre, artículo 10, 10,
mientras la ordenación del sector pesquero se realiza en régimen de
desarrollo legislativo y ejecución de la legislación básica del Estado,
artículo ,11, 1 c). En la guardería podrían tener entrada las Dipu-
taciones.
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— Aguas: Aprovechamiento y policía de las territoriales y litorales.
Con base a los artículos 10, 11 y 12, 10. Aunque la protección de los
cauces podría encomendarse a las Diputaciones, que además interven-
drían, naturalmente, en abastecimientos y saneamientos.

— Energía: Incluyendo la instalación de producción, distribución y
transporte, artículo 11, 11 como competencia exclusiva del régimen
energético en general en cuanto a desarrollo legislativo y ejecución,
artículo 11, 2 c).

— Minas: En análogas condiciones a las del régimen energético y
geotérmico, artículo 11, 2 c).

— Fundaciones y Asociaciones: Artículo 10, 13.

— Instituciones penitenciarias, de reinserción social y de tutela de
menores: El artículo 10, 14 configura estas competencias en régimen
de exclusividad conforme a la legislación general, mientras que el
artículo 12, 1 sólo prevé en esta materia la ejecución de la legislación
del Estado.

— Investigación científica y técnica conforme al artículo 10, 16: No
quiere decirse con esto que sea integrante realizada por organizacio-
nes dependientes del Gobierno vasco, sino que es poco probable, salvo
en algún sector como el agropecuario, que este tipo de actividades se
lleve a efecto por instituciones territoriales.

— Cámaras y Cofradías de Pescadores-. Artículo 10, 21.

— Colegios Profesionales: Incluyendo el nombramiento de Notarios,
artículo 10, 22, y Registradores, artículo 12, 3.

— Cooperativas y Mutualidades: No integradas estas últimas en la
Seguridad Social, artículo 10, 23.

— Sector público: Tanto el propio del País Vasco, en exclusividad,
artículo 10, 24, como el estatal en régimen de ejecución, artículo 12, 7.
Salvo claro está el que corresponda a Jas corporaciones locales.

— Reserva al sector público de recursos o servicios esenciales: Ar-
tículo 11, 2 b), cuando lo exija el interés general, en ejecución de las
bases legislativas estatales correspondientes y su desarrollo.

— Promoción, desarrollo económico y planificación: Artículo 10, 25.
— Crédito, banca y seguros: Desarrollo legislativo y ejecución, ar-

tículo 11, 2 a), e instituciones de crédito corporativo público y territo-
rial y Cajas de Ahorro en el marco de las bases estatales y de la política
monetaria general, artículo 10, 26.
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— Comercio interior: También denominaciones de origen y publici-
dad, artículo 10, 27.

— Ferias: Las de carácter interior son de la competencia exclusiva
de ia Comundiad autónoma, artículo 10, 27, las internacionales la in-
cumben en ejecución de la legislación estatal, artículo 12, 6.

— Bolsas de Comercio: Su establecimiento y regularización, así
como la de otros centros de Contratación de mercancías y valores,
debe realizarse de acuerdo con la legislación mercantil, artículo 10, 29.

— Nombramiento de Agentes de Cambio y Bolsa y Corredores de
Comercio: Artículo 12, 3, en ejecución legislativa.

— Propiedad intelectual e industrial: Artículo 12, 4.

— Farmacia: Artículo 10, 5 en relación con el 18, 3.
— Pesas y Medidas: Artículo 12, 5.
— Intervención en la industria: En los términos del artículo 10, 30.
— Relaciones laborales: Ejecutando la legislación estatal y asumien-

do la facultad de organizar, dirigir y tutelar los servicios necesarios,
artículo 12, 2.

— Ferrocarriles, transportes marítimos, fluviales y por cable: Ar-
tículo 10, 32.

— Puertos y aeropuertos: También los helipuertos y el servicio me-
teorológico, artículo 10, 32. Salvo los de interés general cuya gestión
directa se reserve al Estado, artículo 12, 8. Puede mantenerse o estable-
cerse una organización institucional y cabe desde luego la participación
de los entes locales en la gestión.

— Salvamento Marítimo: Artículo 12, 10.
— .Ordenación del transporte de mercancías: Con origen y destino

dentro del País Vasco, artículo 12, 9, y terminales de carga, artícu-
lo 10, 32.

— Obras públicas: Las de interés para la Comunidad autónoma en
cuanto tal, artículo 10, 33.

— Casinos, juegos y apuestas: Salvo las Apuestas Mutuas Deporti-
vas Benéficas, artículo 10, 35.

— Estadísticas del País Vasco: Se entiende su centralización y or-
denación, ya que la información necesaria habrá de facilitarse por
múltiples sujetos públicos y privados, artículo 10, 37.

— Policía de espectáculos: Artículo 10, 38.
— Medios de Comunicación Social: Artículo 19.
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BJ Competencias proclives al desempeño compartido

Las funciones públicas antes señaladas, aunque por decisión po-
lítica pueden desde luego ser transferidas a otros niveles, se bene-
fician habitualmente de una mayor coordinación y homogeneización
de criterios sobre bases territoriales amplias, lo que permite además
la igualación del trato en cuanto a los destinatarios de los servicios
y la proyección de la actividad o de su normación, de manera unifor-
me, sobre todo un territorio, en este caso el correspondiente al País
Vasco.

Buena parte de las competencias que ahora analizamos permiten
disociar ventajosamente titularidad y gestión, aunque no necesaria-
mente toda la ejecución habrá de corresponder a los entes territoriales
incluidos en los denominados Territorios históricos. Es imposible des-
glosar, a priori, cómo sería la óptima distribución de estas competencias;
a manera de indicadores pueden utilizarse el Derecho comparado, el
Derecho histórico, las actuales atribuciones de las Delegaciones de los
Servicios periféricos del Estado y las que vienen desempeñando los
órganos forales y no forales de Provincias y Municipios. Pero a la
postre será el Parlamento vasco el que habrá de pronunciarse defi-
nitoriamente.

Complica aún más el panorama el hecho de que no siempre se
trata pura y simplemente de distribuir el ejercicio de competencias
entre Gobierno y órganos de los Territorios históricos, en algunos casos
además es la propia titularidad la que aparece compartida por impera-
tivos estatuarios.

Entre las competencias reseñadas en el Estatuto retenemos como de
posible coparticipación gestora las siguientes:

— Reestructuración de las circunscripciones municipales.- Con arre-
glo al artículo 10, 1 es de la competencia exclusiva de la Comunidad
autónoma lo relativo a:

«Demarcaciones territoriales sin perjuicio de las fa-
cultades correspondientes a los Territorios históricos de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37 de este Es-
tatuto.»

El artículo 37 por su parte asigna como competencia exclusiva de
los órganos forales la constitución de:
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«Demarcaciones territoriales de ámbito supramunici-
pal que no excedan de los límites provinciales.»

Contrastando ambos preceptos podríamos deducir que sería de la
competencia de la Comunidad autónoma, del Gobierno vasco, todo lo
relativo al régimen de alteración de términos municipales, mientras que
incumbiría a Municipios y Diputaciones lo relacionado con las Co-
marcas.

Pero incluso las competencias de la Comunidad demandarán además
la participación de otros entes territoriales, ya que es impensable que
en el futuro se vayan a modificar las bases espaciales, sin contar con
las Diputaciones y los propios Municipios afectados.

— Legislación electoral: La que afecte a Diputaciones y Juntas es de
competencia del Parlamento vasco, conforme al artículo 10, 2, ahora
bien, dicho artículo salva las facultades correspondientes a los Territo-
rios históricos, en los términos del artículo 37. Entre estas últimas están
desde luego las relativas a las elecciones municipales, pero también, se-
guramente, potestades reglamentarias en aras a la regulación de sus
propios procedimientos electorales de acuerdo con los derechos forales.
A mayor abundamiento nos remtimos a lo que a continuación se expo-
ne sobre el Régimen local en general.

— Régimen local: El artículo 10, 4 atribuye estas competencias a
la Comunidad autónoma haciendo además en el mismo sentido una
expresa y quizá innecesaria extensión al Estatuto de los funcionarios
de Administración local. Pero, pese a tan genérica y rotunda cate-
goría, la realidad es muy otra, puesto que este artículo debe ponerse
en relación con otros que imponen el respeto de lo que es precisa-
mente el núcleo básico de las singularidades forales, el propio Régi-
men local.

Además del artículo 3.° y de los preceptos constitucionales que le
respaldan y a los que hemos hecho ya alusión, debe citarse el artícu-
lo 24, 2 con arreglo al cual: «Los Territorios históricos conservarán y
organizarán sus instituciones forales de conformidad a lo dispuesto
en el artículo tercero del presente Estatuto.»

El artículo 25, que se refiere al Parlamento vasco, respeta las com-
petencias de las Instituciones a que se refiere el artículo 37, el cual
a su vez determina que los órganos forales de los Territorios histó-
ricos se regirán por su régimen privativo, que no se altera la natura-
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leza del régimen foral especifico y que sus órganos tendrán compe-
tencia exclusiva sobre «organización, régimen y funcionamientos de
sus propias instituciones».

Por tanto, el ejercicio de las competencias de la Comunidad autó-
noma en materia de Régimen local dentro del cual se incluye el régimen
de los órganos e instituciones forales, habrá de atemperarse al derecho
histórico sirviendo como pauta el alcance de las facultades de que
hoy disfrutan los Territorios que han mantenido una administración
singular.

Ello nos conecta con el importante tema de la tutela municipal, lo
que parcialmente corresponde al Consejo General Vasco en el sistema
preautonómico pero que incumbe a las Diputaciones en algunos Terri-
torios históricos aunque con distinto grado y causa. Aquí también
se impone una clarificación.

— Montes: Esta materia contemplada en el artículo 10, 8 de la Cons-
titución, en cuanto competencia exclusiva de la Comunidad, abarca
también los aprovechamientos, servicios forestales, vías pecuarias y
pastos. Creemos que aunque la legislación se reserva a la Comunidad,
la gestión podría encomendarse, como viene haciéndose ya en buena
medida, a las Corporaciones locales que son además habitualmente ti-
tulares de estos bienes.

— Agricultura y ganadería: Iguales consideraciones que las reali-
zadas para los montes abonan la entrada aquí de las Diputaciones
forales.

— Asistencia social: Este es un campo en que la mayor inmediación
resulta una notable ventaja, por lo que el desempeño efectivo de estas
competencias incumbirá, no obstante el artículo 10, 12, a Diputaciones
y Ayuntamientos.

— Desarrollo comunitario. Condición femenina. Política cultural
infantil, juvenil y de la tercera edad: Art. 10, 39. La entrada también
de las Corporaciones locales en este ámbito es no sólo aconsejable sino
indispensable. Por lo demás, es también práctica común.

— Patrimonio histórico-artístico: Regulado en el artículo 10, 19,
igualmente se beneficiaría de las aportaciones de los entes locales.

— Archivos, Bibliotecas y Museos: Son válidas las mismas conside-
raciones efectuadas para otros sectores culturales.

— Turismo y deporte, ocio y esparcimiento: Artículo 10, 36.
— Mercados interiores: La presencia de los entes locales en este

sector es tradicional y positiva.
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— Defensa del consumidor y del usuario: Como las anteriores, asig-
nada en exclusividad a la Comunidad autónoma, artículo 10, 28. No
obstante, el desempeño de estas actividades no exige una gestión cen-
tralizada si no más bien todo lo contrario.

— Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda:
Competencias éstas exclusivas de la Comunidad autónoma, conforme
al artículo 10, 31. Ahora bien, si la Ordenación del territorio impone,
desde luego, la presencia en la decisión final de la Comunidad por
afectar normalmente, directa o indirectamente, a todo el País Vasco,
no sucede lo mismo con el urbanismo, que en buena medida se gestiona
ya por los Municipios. Otra cosa será la tutela urbanística que razona-
blemente debe situarse fuera de la esfera del Ayuntamiento afectado
y que, en evitación de conflictos interinstitucionales, podría seguir ra-
dicándose en órganos especiales.

— Medio ambiente y ecología: Competencias de la Comunidad autó-
noma en régimen de desarrollo legislativo y ejecutivo, artículo 11, 1 a),
que deben relacionarse con las competencias que, con carácter ex-
clusivo, la asigna el artículo 10, apartado 8, sobre montes, apartado 10,
sobre pesca, apartado 11, sobre aguas, y el artículo 12, 10 en régimen
de ejecución sobre vertidos industriales contaminantes en aguas terri-
toriales.

En cuanto hecho fundamentalmente urbano, los Municipios tienen
un importante papel en la corrección de la contaminación y, por su
parte, las Diputaciones coadyuvan a estas tareas y asumen actividades
relacionadas con la ecología. Por tanto, en el ejercicio de estas com-
petencias habrán de participar también las Corporaciones locales.

'— Transporte de viajeros.- En lo que respecto a los transportes ur-
banos, las competencias municipales son generalizadas.

— Enseñanza: La enseñanza, en toda su extensión, niveles y grados
y especialidades, es de la competencia de la Comunidad autónoma, ar-
tículo 16. En algunas naciones que responden al modelo anglosajón,
los entes territoriales tienen propios establecimientos en todos los ni-
veles, incluso el superior, o se reservan los de menor grado. Parece
que, al menos, en los primeros escalones del aparato educativo es posi-
tiva la presencia de la Administración municipal, que puede canalizar
el concurso de organizaciones comunitarias del tipo de asociaciones.
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Lo mismo puede decirse de la Diputación, a otros niveles de gestión,
lo que ya viene sucediendo en algunos Territorios históricos. Por ello
la disposición transitoria tercera prevé que las transferencias en ma-
teria de enseñanza puedan hacerse a las Diputaciones.

C) Competencias de características especiales

Se trata de competencias para las que existen soluciones distintas
en las organizaciones comparadas, que carecen de proclividad propia
en cuanto a su ejercicio y distribución de tareas, y sobre las que el
Estatuto deja en cierta forma al devenir histórico y a la propia diná-
mica social la configuración final.

— Régimen Fiscal: Uno de los puntos que el Estatuto aborda deci-
didamente, y sin dar lugar a equívocos interpretativos, es el relativo a
la gestión tributaria. Con base al artículo 41, 2 b), los futuros con-
ciertos habrán de respetar, entre otros, el siguiente principio:

«La exacción, gestión, liquidación, recaudación e ins-
pección de todos los impuestos, salvo los que se integran
en la Renta de Aduanas y los que actualmente se recau-
dan a través de monopolios fiscales, se efectuará dentro
de cada Territorio histórico, por las respectivas Diputacio-
nes forales, sin perjuicio de la colaboración con el Esta-
tuto y su alta inspección.»

Cuando se lleven a efecto las previsiones estatuarias, las Dipu-
taciones disfrutarán de una posición sólida de cara, tanto a la nego-
ciación de la aportación de cada Territorio al cupo global del Estado,
como en relación a la contribución a los gastos presupuestarios del
País Vasco, aunque la distribución se realice sobre la base de una ley
del Parlamento vasco.

Esta situación posesoria puede influir sensiblemente en la distri-
bución real y legal de las competencias condicionando el mapa de
potestades públicas.

Otro punto sobre el que conviene reflexionar es el relativo a la
soberanía fiscal. El Estatuto reconoce potestades, de esta índole, dentro
del País Vasco al Estado, a la Comunidad autónoma y a las institucio-
nes de los Territorios históricos, reapareciendo una vez más el interro-
gante municipal. No obstante su evidente y primigenio entronque
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con la foralidad, deberíamos descartar que los Municipios tengan, para
el Estatuto, facultades tributarias propias, lo que distorsionaría com-
pletamente el dispositivo fiscal. Aunque no existe aquí, como en el
Estatuto catalán, una referencia a las leyes como técnica de atribución
de poderes impositivos, puede entenderse que los ingresos fiscales
municipales vendrán autorizados por las leyes estatales y de la Co-
munidad. Otra cosa será el ejercicio de la tutela sobre tales actividades,
para lo que nos remitimos a lo expuesto al tratar del régimen local,
recordando que la tutela de las Haciendas locales viene ya siendo ejer-
citada por las Diputaciones de los Territorios históricos con régimen
especial.

Pero lo que nos interesa considerar especialmente en este aparta-
do es la posible concurrencia de titularidades tributarias. Aunque la
gestión corresponderá en todo caso a las Diputaciones, la legislación
del Parlamento vasco puede introducir nuevos tributos que nutrirán
la Hacienda general del País Vasco, tal como prevé el artículo 42 del
Estatuto. En tal caso, en principio, puede suceder que tales impuestos
incidan sobre la misma masa fiscal atribuida a los Territorios históri-
cos, lo que hará necesario la clarificación de los respectivos ámbitos
hacendísticos.

La indeterminación inicial de competencias en esta materia luce
también en los imprecisos términos del artículo 41, 2 a), que determi-
na cómo:

«Las instituciones competentes de los Territorios his-
tóricos podrán mantener, atendiendo a la estructura ge-
neral impositiva del Estado, a las normas que para la
coordinación, armonización fiscal y colaboración con el
Estado se contengan en el propio Concierto, y a las que
dicte el Parlamento vasco para idénticas finalidades den-
tro de la Comunidad autónoma. El concierto se aprobará
por Ley.»

Queda, por tanto, a la precisión de las Leyes del Estado y de la
Comunidad autónoma la delimitación del ámbito hacendístico priva-
tivo de los Territorios históricos.

— Sanidad y Seguridad Social: El artículo 10, 18, con una termino-
logía quizás obsoleta, atribuye competencias exclusivas en materia de
higiene a la Comunidad autónoma, remitiendo, no obstante, al artícu-
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lo 18, que asigna más genéricamente al País Vasco el desarrollo le-
gislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado en materia
de sanidad interior.

Pueden interpretarse estas disposiciones en el sentido de que las
Instituciones comunes detentarán la titularidad y ejercicio de lo que
cae dentro del ámbito de la medicina preventiva, absorviendo a las
antiguas Delegaciones de Sanidad. Pero quedan sin definir la atribu-
ción de competencias en relación con las restantes acciones sanitarias
en el campo de la asistencia domiciliaria, ambulatoria, hospitalaria y
rehabilitadora.

Entendemos que el Estatuto no da pie a la introducción de un mo-
delo sanitario en el País Vasco totalmente distinto del adoptado para
el conjunto estatal, ya que los artículos 149.16 y 149.1.17 reservan al
Estado la legislación básica sobre Sanidad y Seguridad Social. Ahora
bien, la gestión de los servicios correspondientes sí es materia atri-
buida a la Comunidad autónoma, con base al propio artículo 149.1.17
de la Constitución y al artículo 18.4 del Estatuto, que dice así:

«La comunidad autónoma podrá organizar y adminis-
trar a tales fines, y dentro de su territorio, todos los servi-
cios relacionados con las materias antes expresadas y
ejercerá la tutela de las instituciones, entidades y funda-
ciones en materia de Sanidad y de la Seguridad Social,
reservándose el Estado la alta inspección conducente al
cumplimiento de las funciones y competencias conteni-
das en el artículo.»

Parece lógico que se reserve a los órganos de la Comunidad la tu-
tela de estas actividades, pero sigue sin precisarse cuál será su régi-
men organizatorio y quién desempeñará la gestión material. El tema
es de notoria importancia en lo que a la red hospitalaria se refiere,
pues es sabido el desconcierto hoy existente al incidir diversas insti-
tuciones públicas y semipúblicas, muchas de ellas en manos precisa-
mente de las Diputaciones, aunque dependientes, en lo que a los hos-
pitales generales se refiere, en términos económicos, de la Seguridad
Social.

Dos soluciones se delinean como alternativas, la que refundiría toda
la responsabilidad de la gestión en el Gobierno vasco y la que la en-
comendaría a las Diputaciones forales. Otras soluciones intermedias
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harían justicia al hecho de que ciertas instituciones hospitalarias tie-
nen un ámbito real supraprovincial y que por otra parte el régi-
men democrático, con participación de todos los interesados, que el
artículo 18 impone como criterio, en algunos casos supondría la pre-
sencia de otros entes territoriales.

El artículo 18, en su apartado 2 c), asigna también al País Vasco
el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Es-
tado en lo que respecta a la gestión económica de la Seguridad Social.
Esta materia parece en principio que se acomodaría mejor a un régi-
men unificado, pasando a depender de la Consejería correspondiente
del Gobierno vasco las antiguas Delegaciones del antiguo Instituto
Nacional de Previsión. Pero no debe olvidarse que algunas Diputaciones
forales venían ya participando en esta gestión y concretamente en la
de la Seguridad Social Agrarias.

— Policía Autónoma: Con arreglo al artículo 17, 2:

«El mando supremo de la Policía autónoma vasca co-
rresponde al Gobierno vasco, sin perjuicio de las compe-
tencias que pueden tener las Diputaciones forales y Cor-
poraciones locales.»

Este es quizás el único precepto estatuario que asigna competencias
específicas al Gobierno vasco, pero tal declaración queda, en cierta
forma, corregida con la remisión que a continuación se realiza a las
competencias de las Diputaciones, lo que refuerza la redacción del pá-
rrafo 5 del mismo artículo, según el cual:

«Inicialmente las Policías autónomas del País Vasco
estarán constituidas por:

a) El Cuerpo de Miñones de la Diputación Foral de
Álava, existente en la actualidad.

b) Los Cuerpos de Miñones y Miqueletes, dependien-
tes de las Diputaciones de Vizcaya y Guipúzcoa, que se
restablecen mediante este precepto.-

Posteriormente las instituciones del País Vasco po-
drán acordar refundir en un solo Cuerpo los menciona-
dos en los apartados anteriores, o proceder a la reorgani-
zación precisa para el cumplimiento de las competencias
asumidas.
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Todo ello sin perjuicio de la subsistencia, a los efec-
tos de representación y tradicionales, de los Cuerpos de
Miñones y Miqueletes.»

En definitiva, el Estatuto apunta un proyecto de integración de
la Policía autónoma y bajo la dependencia del Gobierno vasco, cuya
materialización dependerá también del futuro.

IV. LAS COMPETENCIAS DE LOS ÓRGANOS FORALES DE LOS TERRITORIOS
HISTÓRICOS

Recordaremos que del Estatuto parece deducirse que las peculia-
ridades del régimen municipal habrían de conectarse con las atri-
buciones que se conceden o reconocen a los órganos de la Comunidad
autónoma y a los de los Territorios históricos. Los Municipios única-
mente habrán visto trasladado el centro de tutela, aunque desde
luego a través del ejercicio de las potestades normativas que se con-
ceden en materia de Régimen local a los órganos forales, podrán dis-
poner en el ámbito del País Vasco de un nuevo dispositivo legal,
aunque habrá que analizar en su momento el juego del artícu-
lo 149, 1, 18 de la Constitución.

i. Tipología

Agruparemos a continuación las distintas competencias que co-
rresponderán en su conjunto a los Territorios históricos, analizán-
dose más adelante cuáles podrían ser los órganos concretos que las
desempeñen y ejerciten.

A) Competencias de régimen común

Estas son las que incumben en estos momentos a todas las Dipu-
taciones y que lógicamente seguirán siendo desempeñadas en los Te-
rritorios históricos en lo que no haya sido afectado por el Estatuto y
con arreglo a las normas vigentes, en tanto no legisle otra cosa, ya
que conforme a la disposición transitoria séptima:

«Mientras las Cortes Generales no elaboren las leyes
básicas o generales a las que este Estatuto se refiere y/o
el Parlamento vasco no legisle sobre las materias de su
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competencia, continuarán en vigor las actuales leyes del
Estado que se refieren a dichas materias, sin perjuicio
de que su ejecución se lleve a cabo por la Comunidad
autónoma en los casos así previstos en este Estatuto.»

Estas competencias pueden, a su vez, clasificarse en los siguientes
apartados:

a) Competencias generales de la Administración provincial: Que
serán las reseñadas en los artículos 245 y siguientes concordantes de
la vigente Ley de Régimen Local.

b) Competencias sectoriales: Las que atribuyen a las Diputaciones
leyes especiales, como pueden ser la de Régimen del Suelo y Ordena-
ción Urbana, Carreteras, Puertos, etc.

Falta por determinar en qué régimen se desempeñarán en el futu-
ro estas competencias, esto es, si serán detentadas en exclusiva o en
ejecución. A falta de previsiones directas del Estatuto, habrá de estarse
a lo dispuesto por el Parlamento vasco, y, en su caso, por las leyes bá-
sicas o generales de las Cortes.

B) Competencias forales

Comprenderán las incluidas en los regímenes privativos de cada
Territorio histórico. Cuáles sean éstas dependerá también de la valo-
ración que el Parlamento realice del alcance de la cláusula de resta-
blecimiento y actualización que se contiene en el artículo 3.°, aunque
desde luego, y salvo expresa consideración en contrario del Estatuto,
todas las actuales competencias de la Diputaciones forales con sis-
tema privativo y que no sean a la vez competencias generales en-
trarán en este apartado. A su vez estas competencias pueden tener
carácter exclusivo o compartido. El Estatuto sólo enumera algunas de
las primeras en el artículo 37, 3.

a) Competencias exclusivas.—No es usual, al menos en el ámbito
administrativo continental, que se asignen competencias en exclusiva
al poder ejecutivo, y menos aún a colectividades territoriales que inte-
gran otra comunidad político-territorial mayor. En el primer aspecto,
adjudicación de poderes exentos a la Administración, podemos no obs-
tante citar algún precedente, a saber, la determinación por la Cons-
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titución francesa de materias reservadas al poder reglamentario. El
segundo enfoque responde, como sabemos, a la dinámica histórica que
ha llevado a la aglutinación del País Vasco.

Las materias de la competencia exclusiva de los Territorios históri-
cos son las siguientes:

— Organización, régimen y funcionamiento de sus propias insti-
tuciones.

— Elaboración y aprobación de sus presupuestos.
— Demarcaciones territoriales de ámbito supramunicipal que no

excedan de los límites provinciales.
— Régimen de los bienes provinciales y municipales, tanto de do-

minio público como patrimoniales o de propios y comunales.
— Régimen electoral municipal.
— Las que se especifiquen en otros artículos del Estatuto, lo que

podría ser el caso de las carreteras, artículo 34, aunque se ne-
cesitara una coordinación superior y una cierta homologación
técnica, y la gestión tributaria, si bien en ninguno de estos su-
puestos se consigna la nota de exclusividad.

— Las que les sean transferidas. En este sentido, la disposición tran-
sitoria tercera alude a los servicios de enseñanza de que pueden
ser titulares las Diputaciones, pero es descartable aquí la nota
de exclusividad.

b) Competencias compartidas.—Según el apartado 4 del artícu-
lo 37, corresponderá, asimismo, el desarrollo normativo y la ejecución,
dentro de su territorio, a los órganos forales correspondientes, en las
materias que el Parlamento vasco señale.

Creemos que además de esta modalidad es posible que se enco-
miende únicamente la ejecución. El Parlamento vasco es la única ins-
tancia, pues, que puede pronunciarse sobre este particular, si bien
con carácter puramente orientativo hemos aludido ya a las competen-
cias de eventual atribución en este régimen.

2. La atribución de competencias a los órganos forales

No basta con precisar las competencias y las modalidades de ejer-
cicio que incumben a los Territorios históricos; además, en el seno de
éstos habrán de precisarse el órgano a quien corresponde su desempe-
ño, control o responsabilización.
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A estos efectos centraremos nuestra atención en dos órganos cole-
giados: las Juntas Generales que tienen su trasunto en el Parlamento
navarro y las Diputaciones forales. En cuanto a los órganos uniperso-
nales, no obstante su importancia en el caso del Diputado general, sus
atribuciones en relación con la representación, impulso y cumplimien-
to de acuerdos, se conectan con las competencias materiales que de-
tentan los órganos corporativos.

A) Juntas Generales

Tres Decretos de 26 de enero de 1979 regulan la organización y fun-
cionamiento actual de las Juntas Generales de Álava, Vizcaya y Gui-
púzcoa.

Las Juntas Generales de Álava se configuran como «órgano de par-
ticipación del pueblo alavés, a través de sus Municipios agrupados en
Hermandades, en la Administración y Gobierno provincial», lo que,
por cierto, supone, en cuanto a su integración, un mecanismo distinto
al que prevé el artículo 37, 5 del Estatuto, con arreglo al cual:

«Para la elección de los órganos representativos de
los Territorios históricos se atenderá a criterios de sufra-
gio universal, libre, directo, secreto y de representación
proporcional, con circunscripciones electorales que pro-
curen una representación adecuada de todas las zonas
de cada Territorio.»

En análogos términos los Decretos correspondientes a Guipúzcoa
y Vizcaya determinan que sus Juntas son «conforme a su tradición
histórica, el órgano de participación del pueblo en la administración
y gobierno provincial».

Las competencias de las Juntas Generales idénticas para las de
Vizcaya y Guipúzcoa y similares para Álava son las siguientes:

— Conocer y censurar la gestión de la Diputación foral, así como
aprobar las directrices de la política y administración provin-
cial en sus diversos aspectos.

— Ratificar, para su efectividad, los Acuerdos adoptados por la
Diputación foral en cuanto a cesión de competencias, así como
los Convenios que la misma suscriba y que revistan especial
trascendencia.
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— Aprobar las directrices a las que deban ajustarse los Reglamen-
tos y Ordenanzas provinciales.

— Aprobar definitivamente los Presupuestos y Cuentas Generales
Provinciales y conocer, en su caso, los presupuestos y gestión
económica de los Organismos en los que la Diputación tenga
participación directa.

— Aprobar definitivamente las operaciones financieras y de cré-
dito que excedan del 25 por 100 del presupuesto ordinario pro-
vincial.

— Aprobar definitivamente el Plan de Obras y Servicios redactado
periódicamente por la Diputación foral.

— Acordar el otorgamiento del título de Diputado general hono-
rario.

— Promover las fusiones, incorporaciones y segregaciones de Mu-
nicipios, a iniciativa propia, de los entes afectados o de la Dipu-
tación foral e informar, antes de su resolución, esta clase de ex-
pedientes.

— Aprobar y modificar, en su caso, el Reglamento de Funciona-
miento de las Juntas.

— Las demás atribuciones que le asignen las leyes o el Gobierno
de la nación.

Las Juntas se conciben, pues, en alguna manera como una especie
de cuasiparlamento provincial, lo que sin duda fueron en el pasado
al no existir una organización común y lo que es claro sobre todo
para Navarra, a ello responden sus atribuciones concurrentes en ma-
teria reglamentaria y sus competencias directivas. Pero desde una
óptica actual sus funciones básicas pueden mejor reconducirse a la
tutela de la Administración provincial sometiendo a su superior auto-
rización las actuaciones más importantes de las Diputaciones. No se
trata, en ningún caso, de un dispositivo de gestión ordinaria, sino de
un órgano representativo de carácter director y supervisor de la ges-
tión de la Diputación.

B) Diputaciones torales

El artículo 9.° del Decreto de 1979 establece, para Álava, que:

«La Diputación Foral, que ostenta la representación
legal de la provincia, asume la responsabilidad de su
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administración y es el órgano ejecutivo de las Juntas
Generales. Estará compuesta por el Presidente o Dipu-
tado General y por los Diputados Forales.»

Como se ve, este precepto incide en la comprensión antes apuntada
de una suerte de planteamiento del Gobierno provincial en dos nive-
les: directivo y ejecutivo, lo que de alguna manera recuerda, a esta
escala, la clásica división de poderes.

Más sucintamente, en el caso de Vizcaya y Guipúzcoa se señala
que la Diputación foral ostenta la representación legal de la pro-
vincia y asume la responsabilidad de su administración.

En términos reales y en relación con la efectividad de la atribu-
ción de competencias a los Territorios históricos, podríamos decir que,
de acuerdo con el texto estatuario, la gestión corresponderá en todo
caso a la Diputación foral, reservándose la intervención de las Juntas
para la sanción previa de las líneas de actuación más importantes,
como son, entre otros, presupuestos, operaciones financieras, planes
y programas. A las Juntas corresponde también el control de la Dipu-
tación, sobre todo en el campo económico. Igualmente asumen un pro-
tagonismo normativo en aquellos sectores cuyo desarrollo reglamen-
tario se adjudica a las Diputaciones, fijando los postulados orientado-
res de Ordenanzas y Reglamentos.

Es altamente improbable que en esta materia, distribución de com-
petencias entre Diputaciones y Juntas, se produzcan conflictos, ya que
prudentemente, y además en buena lógica, el sistema de integración
de las Diputaciones hace que ambos órganos tengan idéntica compo-
sición política.

V. EL PARLAMENTO VASCO COMO INSTANCIA FUNDAMENTAL PARA LA
ADOPCIÓN DEL MODELO ADMINISTRATIVO

Los redactores del Estatuto, conscientes de sus imprecisiones, se-
guramente inevitables, en materia de distribución de competencias
entre las distintas instituciones del País Vasco, articularon un pro-
cedimiento arbitral para la resolución de conflictos eventuales; así el
artículo 39 prevé que:

«Los conflictos de competencia que se pueden suscitar
entre las instituciones de la Comunidad autónoma y las
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de cada uno de sus Territorios históricos se someterán a
la decisión de una comisión arbitral, formada por un
número igual de representantes designados libremente
por el Gobierno vasco y por la Diputación foral del Te-
rritorio interesado y presidida por el presidente del Tri-
bunal Superior de Justicia del País Vasco, conforme al
procedimiento que una Ley del Parlamento vasco de-
termine.»

Como se deduce del artículo transcrito, los conflictos se sustancian
a nivel administrativo, dada la presencia en el organismo arbitral de
representantes del Gobierno vasco y de las Diputaciones. Teóricamente,
al aludirse genéricamente a las instituciones de la Comunidad autó-
noma cabría pensar que el propio Parlamento podría residenciarse
ante la Comisión arbitral, pero estimamos que debe descartarse tal
hipótesis, en cuanto que aquél, como titular de la potestad legisla-
tiva, se pronunciará normativamente a través de leyes y éstas no son
revisables ni por los tribunales ordinarios ni tampoco por órganos
equivalentes, puesto que, como reza el artículo 38 de las leyes del Par-
lamento vasco, solamente se someterán al control de constitucionalidad
por el Tribunal constitucional.

Salvo en casos circunscritos a las competencias exclusivas de los
Territorios históricos, la atribución de competencias del Gobierno a los
órganos forales de aquellos territorios es potestad del Parlamento, ar-
tículo 30 en relación con el 37, 4, lo que ejercerá a través de una ley,
la cual, salvo que ofrezca dudas interpretativas, no podrá ser desobe-
decida ni revisada excepto por el Tribunal constitucional.

Puede haber apoyatura para invocar la jurisdicción de este Tribu-
nal en cuanto que la Constitución respalda los derechos históricos,
pero es más que dudoso que una temática como esta vaya a plantear-
se por estas vías en las que no aparecerían normalmente además
bases definitorias para un pronunciamiento de Derecho positivo.

Por tanto, nos ratificamos en la convicción de que cuestiones como
las que puede dar lugar la interpretación del Estatuto, de substratum
eminentemente político, deben resolverse por instancias de esta índole,
y ninguna tan apropiada como la que representa a todo el País Vasco.
La integración del Parlamento por representaciones iguales provincia-
les constituye un plus de garantías para la adopción de soluciones de
equilibrio.
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